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Diario Oficial de la Federación. 
 

Secretaría de Economía. 

El pasado 30 de junio y 01 de julio, se emiten 
las Declaratoria del Polo de Desarrollo 
Económico para el Bienestar Seybaplaya I, 
Campeche, del Polo de Desarrollo Económico 
para el Bienestar San Jerónimo, Chihuahua, 
Polo de Desarrollo Económico para el 
Bienestar Reserva Zapotlán, Hidalgo, del Polo 
de Desarrollo Económico para el Bienestar 
Futura Capital de la Tecnología y la 
Sostenibilidad, Puebla y del Polo de Desarrollo 
Económico para el Bienestar Chetumal, 
Quintana Roo, el cual consiste en aplicar el 
beneficio fiscal del Decreto por el que se 
otorgan estímulos fiscales en los Polos de 
Desarrollo Económico para el Bienestar, 
publicado en el DOF el 22 de mayo de 2025, 
cuyos beneficios consisten en:  

- Deducción inmediata del 100% en inversiones 
de activos fijos nuevos 

- Período de aplicación: Ejercicios fiscales 
2025-2030 

- Válido para empresas que inicien operaciones 
en estos polos 

- Deducción adicional del 25% en gastos de: 

- Capacitación técnica 

- Programas de innovación 

- Desarrollo de habilidades laborales 
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Fuente: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761459&fecha=30/06/2025#gsc.
tab=0 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761460&fecha=30/06/2025#gsc.
tab=0 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761461&fecha=30/06/2025#gsc.
tab=0 

 
Secretaría de Economía. 
 
Se publica el día 30 de junio, AVISO por el que se dan a conocer los nombres de los 
titulares y números de Programas de la Industria Manufacturera, Maquiladora y de 
Servicios de Exportación suspendidos por falta de presentación del reporte anual 
correspondiente al ejercicio fiscal 2024. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761462&fecha=30/06/2025#gsc.
tab=0 
 
Presidencia de la República. 
 
El pasado 04 de julio, se publica DECRETO por el que se otorgan beneficios fiscales 
en los Polos de Desarrollo de Economía Circular para el Bienestar, el cual se realiza 
en virtud del PND 2025-2030 y el Eje General 4 del “Desarrollo Sustentable”, con el 
objetivo de impulsar la economía circular, bajo un enfoque sistémico, restaurativo y 
regenerativo, como mecanismo de producción sostenible, resiliente y socialmente 
responsable, que genere beneficios ambientales, así como desarrollo económico y 
la creación de empleos, a través del otorgamiento de estímulos fiscales y facilidades 
administrativas a los contribuyentes desarrolladores o empresas de economía 
circular de los Polos de Desarrollo de Economía Circular para el Bienestar. 
 Dicho Decreto consiste en: 
 
1. Crédito Fiscal para Desarrolladores: 

- 100% de descuento en derechos por uso de bienes de dominio público federal 
- Vigencia:  
- Primeros 12 meses desde la concesión 
- Siguientes 24 meses sin cobro de rentas a empresas de economía circular 

 
2. Deducción Adicional en Impuesto sobre la Renta: 

- 25% de deducción adicional por: 
- Gastos de capacitación 
- Inversiones en innovación 
- Aplicable hasta el ejercicio fiscal 2030 

 
3. Deducción Inmediata de Inversiones: 

- 100% de deducción de inversiones en activos fijos nuevos 
- Aplicable en ejercicios fiscales 2025-2030 
- Condición: mantener los bienes en uso por al menos 2 años 
 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761459&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761459&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761460&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761460&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761461&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761461&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761462&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5761462&fecha=30/06/2025#gsc.tab=0
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Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5762117&fecha=04/07/2025#g
sc.tab=0 

 

Criterios Poder Judicial de la Federación. 

 

Registro digital: 2030673 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 112/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

COMPRAS POR INTERNET. PARA CONSIDERAR QUE EL CONSUMIDOR 
CONSINTIÓ LAS POLÍTICAS DE COMPRA Y ENTREGA, ES NECESARIO 
ACREDITAR QUE LAS TUVO A LA VISTA EN LA PÁGINA DE INTERNET AL 
MOMENTO DE LA OPERACIÓN. 

 

Hechos: Una persona compró boletos para un evento a través de una empresa que 
se dedica a la venta de boletos por Internet. Al acudir a recoger los boletos a un 
centro de atención de la empresa, le informaron que, en atención a las políticas de 
compra publicadas en su página web, para entregárselos debían hacer un cargo 
adicional de diez pesos a la misma tarjeta con la que realizó la compra; sin embargo, 
el banco emisor no pudo completar la transacción, por lo que le negaron la entrega 
de los boletos. 

Ante ello, el comprador demandó por la vía oral mercantil a la empresa vendedora, 
entre otras prestaciones, la rescisión de los contratos de adhesión de dicha compra 
y la devolución de su importe. Tanto el juez de la causa como el Tribunal Colegiado 
que conoció del juicio de amparo directo absolvieron a la empresa al considerar que 
en su página de Internet estaban publicadas las políticas de compra y entrega de los 
boletos, en las cuales se precisaba que los clientes debían cubrir el cargo de diez 
pesos para la entrega de los boletos, y que estas políticas formaban parte de los 
contratos de adhesión. Inconforme, la parte quejosa interpuso un recurso de revisión, 
alegando que el hecho de que la empresa establezca en su página de Internet sus 
cláusulas de compra no genera en automático que los consumidores emitan su 
consentimiento. 

 

Criterio jurídico: La sola publicación de las políticas de compra y entrega de boletos 
en alguna sección de la página de Internet del vendedor no resulta suficiente para 
considerar que el consumidor expresó su conformidad con ellas al realizar una 
compra, pues para ello es necesario que exista constancia de que estuvo en 
posibilidad de tenerlas a la vista al momento de realizar la compra. 

 

Justificación: De conformidad con el artículo 1,794 del Código Civil Federal, los 
elementos de existencia de un contrato son el consentimiento y el objeto. Ahora bien, 
para que se considere perfeccionado un contrato por el consentimiento y obligue a lo 
pactado, en términos del diverso artículo 1,796, es necesario que quien lo expresa 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5762117&fecha=04/07/2025#gsc.tab=0
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5762117&fecha=04/07/2025#gsc.tab=0
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haya estado en posibilidad de conocer el contenido y alcance de las obligaciones 
contractuales. 

En este sentido, un elemento central de los derechos del consumidor es que éste 
cuente con información clara y precisa de los bienes o servicios que pretende 
adquirir, así como de las condiciones de entrega o prestación. 

Adicionalmente, cuando esos bienes o servicios se adquieren mediante contratos de 
adhesión, el artículo 85 de la Ley Federal de Protección al Consumidor dispone como 
requisitos de validez que sean legibles a simple vista, lo que supone que el 
consumidor debe tener a la vista sus cláusulas. 

Por lo anterior, para llegar a considerar que el consumidor que compró unos boletos 
por Internet incumplió con las políticas de compra o entrega de dichos boletos 
publicadas en alguna sección de la página de Internet del vendedor, es necesario 
tener certeza de que, al momento de realizar la compra, estuvo en posibilidad de 
tener a la vista dichas políticas. 

Lo cual no se cumple por el solo hecho de acreditar que las referidas políticas están 
publicadas en la página de Internet, pues ello no satisface la obligación del proveedor 
hacia el consumidor de informarle de manera clara y precisa el contenido y las 
condiciones de la prestación del servicio, ni cumple con el requisito de los contratos 
de adhesión consistente en que el consumidor tenga a la vista las cláusulas del 
contrato al momento de manifestar su consentimiento. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 2558/2024. 15 de enero de 2025. Cinco votos de las 
Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien está con el sentido, pero se separa de los párrafos cuarenta y uno 
al cincuenta y cinco de la sentencia y formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretariado: Eduardo Román González y Emelia Rubalcaba Medina. 

 

Tesis de jurisprudencia 112/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticinco de junio de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2030726 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 118/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

RESERVA DE DATOS DE LOS CONTRIBUYENTES. EL ARTÍCULO 69, 
PÁRRAFO DÉCIMO SEGUNDO, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, QUE PREVÉ COMO EXCEPCIÓN LA CONDONACIÓN DE UN 
CRÉDITO FISCAL, ES UNA MEDIDA QUE SUPERA EL TEST DE 
PROPORCIONALIDAD. 

 

Hechos: Una persona física sujeta a revisión de gabinete realizó una autocorrección 
y pagó un impuesto omitido. Derivado de ello, fue multada con el 20 % del importe 
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histórico del impuesto a cargo en términos del artículo 17 de la Ley Federal de los 
Derechos del Contribuyente. Luego, solicitó la reducción de la multa con base en el 
artículo 74 del Código Fiscal de la Federación y el beneficio le fue otorgado al 100 % 
por la autoridad fiscal; sin embargo, se determinó que su nombre y clave de Registro 
Federal de Contribuyentes se publicaran en la página de Internet del Servicio de 
Administración Tributaria conforme a lo dispuesto en el artículo 69, párrafo décimo 
segundo, fracción VI, y, párrafo décimo tercero, del mencionado Código Fiscal. 

Inconforme, el contribuyente promovió juicio de amparo indirecto en el que reclamó 
las referidas porciones del artículo 69, bajo el argumento de que no cumplen el test 
de proporcionalidad y violan el derecho a la protección de datos personales, así como 
los principios de igualdad y seguridad jurídica. 

La persona Juzgadora de Distrito negó la protección constitucional. En desacuerdo, 
el contribuyente interpuso un recurso de revisión que se remitió a la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación para el pronunciamiento de constitucionalidad. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que el supuesto de excepción al secreto fiscal que deriva del artículo 69, 
párrafo décimo segundo, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación, relativo a 
cuando se condone algún crédito fiscal a un contribuyente, constituye una medida 
que supera el test de proporcionalidad. 

 

Justificación: Lo que establece la normativa legal mencionada constituye una 
excepción al secreto fiscal que sí genera una afectación prima facie en el derecho a 
la protección de datos personales del contribuyente, pues permite a las autoridades 
administrativas difundir su nombre y clave del Registro Federal de Contribuyentes, 
así como el hecho de que fue beneficiado con la condonación de un crédito fiscal. 

Sin embargo, la norma tiene una finalidad constitucionalmente válida desde la 
perspectiva del derecho de acceso a la información pública previsto en el artículo 6o. 
constitucional, así como desde la óptica de los principios de justicia fiscal contenidos 
en el diverso 31, fracción IV, constitucional, puesto que su objetivo es transparentar 
cualquier información que pudiera impactar los ingresos y el gasto públicos, 
quedando sujeta al control y escrutinio democrático. 

Asimismo, se considera que la medida legislativa en comento es idónea porque la 
publicación de los datos de los contribuyentes a quienes se les han condonado 
créditos fiscales permite que la sociedad tenga acceso a información relacionada con 
esas personas que dejaron de contribuir al gasto público, así como de los ingresos 
que dejaron de percibirse con ese motivo, a la vez que genera transparencia respecto 
de la actuación de la autoridad que otorga las condonaciones y del manejo de las 
finanzas públicas. 

Además, la medida es necesaria porque, a través de la publicación de los datos 
referidos, la sociedad puede conocer de forma sencilla a qué contribuyentes se les 
han condonado créditos fiscales, sin que se advierta la existencia de otras medidas 
mayormente eficaces y no restrictivas de derechos para poner a disposición de todas 
las personas la información respectiva. 

Finalmente, la medida supera el examen de proporcionalidad en sentido estricto 
porque se considera de mayor trascendencia la tutela al derecho de acceso a la 
información pública de toda la sociedad respecto a la actuación de las autoridades 
en la recaudación de recursos que la afectación al derecho a la protección de datos 
personales de un contribuyente que fue beneficiado con la condonación de un crédito 
fiscal que, en principio, estaba obligado a pagar. 
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PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 12/2025. José Rión Cantú. 21 de mayo de 2025. Mayoría de 
cuatro votos de las Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se 
separa de los párrafos ciento cinco a ciento nueve, Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con 
el sentido, pero por razones adicionales y reservó su derecho para formular voto 
concurrente y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. 
Secretario: Johan Martín Escalante Escalante. 

 

Tesis de jurisprudencia 118/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada de veinticinco de junio de dos mil veinticinco. 

 

Registro digital: 2030663 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: VII.2o.T. J/30 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Jurisprudencia 

 

ACTAS ADMINISTRATIVAS LEVANTADAS PARA HACER CONSTAR FALTAS 
COMETIDAS POR EL TRABAJADOR. SU INCOMPARECENCIA EN EL 
PROCEDIMIENTO LLEVADO A CABO POR EL PATRÓN NO GENERA LA 
PRESUNCIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE LOS HECHOS IMPUTADOS, QUE 
HAGA INNECESARIA SU RATIFICACIÓN EN SEDE JUDICIAL. 

 

Hechos: En diversos conflictos laborales la parte trabajadora no compareció en el 
procedimiento llevado a cabo por el patrón, concretamente a la celebración del acta 
administrativa relativa. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la falta de 
comparecencia del trabajador en el procedimiento llevado a cabo por el patrón no 
genera la presunción del reconocimiento de los hechos imputados, que haga 
innecesaria la ratificación en sede judicial de las actas administrativas levantadas 
para hacer constar faltas cometidas por el trabajador. 

 

Justificación: De la jurisprudencia de la otrora Cuarta Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima 
Época, Volúmenes 181 a 186, Quinta Parte, enero a junio de 1984, página 67, de 
rubro: "ACTAS ADMINISTRATIVAS, EN INVESTIGACIÓN DE FALTAS DE LOS 
TRABAJADORES. DEBEN SER RATIFICADAS.", se advierte que las actas 
administrativas levantadas en la investigación por las faltas cometidas por los 
trabajadores, para que adquieran pleno valor probatorio deben ser ratificadas ante el 
órgano jurisdiccional por quienes las suscriben para dar oportunidad a la contraparte 
de repreguntar a sus firmantes y desvirtuar los hechos contenidos en ellas, aun 
cuando éstas no hayan sido objetadas; lo anterior, salvo que el trabajador acepte 
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plena y expresamente su responsabilidad, ya sea en el acta administrativa o en 
cualquier actuación dentro del procedimiento de investigación o, incluso, en la 
demanda laboral, siempre que de dicha manifestación se colija que admite la falta 
cometida respecto de los hechos que se le atribuyen como causal de separación del 
trabajo; de ahí que si el trabajador no comparece en el procedimiento llevado a cabo 
por el patrón, concretamente, a la celebración del acta administrativa relativa, no 
puede generarse en su perjuicio la presunción de que cometió la conducta que se le 
atribuye, de forma que sea innecesario ratificarla por sus signantes ante el órgano 
jurisdiccional; en primer lugar, porque la Ley Federal del Trabajo no prevé una 
consecuencia de este tipo cuando aquél no se presenta al procedimiento que el 
patrón desarrolla para determinar si rescinde o no la relación laboral y, en segundo, 
porque dicha investigación únicamente tiene por objeto dar oportunidad al trabajador 
de defenderse de las faltas que se le atribuyen, esto es, evitar que sea privado de su 
empleo sin que se sustancie una investigación en la que pueda defenderse. Por tanto, 
la consecuencia de que el trabajador no comparezca a aquélla sólo puede ocasionar 
que se le tenga por perdida su oportunidad para defenderse, para alegar y ofrecer 
pruebas ante el patrón para desvirtuar la conducta que se le imputa; pero no puede 
generar una presunción que haga innecesaria la ratificación del acta administrativa 
correspondiente; de ahí que solamente podrá eximirse al patrón de perfeccionar el 
acta administrativa cuando el trabajador admita plena y expresamente su 
responsabilidad dentro de dicho procedimiento, o en el propio juicio laboral, de 
conformidad con el artículo 794 de la Ley Federal del Trabajo. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO. 

 

Amparo directo 579/2017. 14 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan 
Carlos Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 

 

Amparo directo 544/2017. 21 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes. 

 

Amparo directo 429/2020. 29 de octubre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Toss Capistrán. Secretario: Renato de Jesús Martínez Lemus. 

 

Amparo directo 531/2023. 9 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Toss Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera. 

 

Amparo directo 819/2023. 30 de abril de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Adolfo 
Eduardo Serrano Ruiz. Secretario: José Vega Luna. 

 

Registro digital: 2030694 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: II.1o.A.27 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 
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IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES CONTAMINANTES A LA ATMÓSFERA. 
LA OMISIÓN DE DEFINIR EN EL CÓDIGO FINANCIERO DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y MUNICIPIOS LAS "EMISIONES DIRECTAS E INDIRECTAS" NO 
VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA EN SU VERTIENTE DE 
RESERVA DE LEY. 

 

Hechos: Diversas empresas promovieron amparo indirecto contra los artículos 69 S 
a 69 S Sexies del Código Financiero del Estado de México y Municipios, adicionados 
mediante Decreto Número 21, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 31 de 
enero de 2022, así como el Acuerdo Modificatorio de las Reglas de Carácter General 
de la Secretaría de Finanzas para el ejercicio fiscal de 2022, particularmente la regla 
I.19., apartados I.19.2. y I.19.4, subapartado "Metodología de cálculo para determinar 
la emisión de los gases de efecto invernadero", numeral 4, que gravan la emisión de 
gases a la atmósfera, al considerar que transgreden los principios de justicia tributaria 
contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, ya que no 
cumplen con el principio de legalidad tributaria, en su vertiente de reserva de ley. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la omisión de 
definir en el referido código las "emisiones directas e indirectas", relativas a la emisión 
de gases contaminantes a la atmósfera, no viola el principio de legalidad tributaria, 
en su vertiente de reserva de ley, aun cuando en su texto anterior a la reforma de 21 
de diciembre de 2022 no define explícitamente qué se entiende por dichas emisiones. 

 

Justificación: El objeto de la contribución se encuentra regulado en su completitud 
por la totalidad de las normas reclamadas, y consiste en la emisión directa e indirecta 
de gases contaminantes a la atmósfera, de dióxido de carbono, metano y óxido 
nitroso, ya sea unitaria o cualquier combinación de ellos, expresada en toneladas, 
que descarguen las fuentes fijas, tal como lo prevén los diversos artículos 69 S Bis y 
69 Ter del referido código financiero. El sistema normativo no omitió precisar el objeto 
del impuesto, en tanto que las emisiones de gases contaminantes a la atmósfera 
integran la base imponible del impuesto, habida cuenta que ésta constituye una 
característica sobre la cual se calcula el tributo que debe pagar la persona 
contribuyente, motivo por el cual tiene un carácter relativo, lo que implica que su 
contenido puede desarrollarse en normas secundarias, al tratarse de un elemento 
cuantitativo, es decir, las emisiones directas e indirectas de gases contaminantes son 
parte de la base imponible del impuesto y, por tanto, su definición puede ser 
desarrollada en normas secundarias. 

Por tanto, las emisiones directas e indirectas de gases de efecto invernadero de las 
fuentes fijas constituyen parámetros –diferentes- que sirven para distinguir la 
metodología que habrá de ocuparse para calcular el hecho imponible; de modo que 
al no formar parte del objeto del impuesto, sino de su base, no era indispensable que 
tuviera que desarrollarse en el código financiero en comento. En ese contexto, la 
remisión a normas secundarias para determinar la base imponible no viola el principio 
de legalidad tributaria, ya que el Código Financiero del Estado de México y Municipios 
constituye un acto normativo primario que la Legislatura Estatal emitió. De ahí que al 
tener el carácter relativo dicho principio y ser aplicable a los elementos cuantitativos 
de la contribución (base), es factible que exista la intervención de otras fuentes 
normativas que prevén los elementos, procedimientos, mecanismos y metodologías 
que deben seguirse para integrar el hecho imponible. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 215/2023. Suburbia, S. de R.L. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 

 

Amparo en revisión 287/2023. Fábrica de Jabón La Corona, S.A. de C.V. 14 de marzo 
de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Moreno Camacho, secretario de 
tribunal autorizado por el Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 
funciones de Magistrado. Secretario: Alejandro Torres Velázquez. 

 

Amparo en revisión 291/2023. PFS de México, S.A.P.I. de C.V. 22 de marzo de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Gabriel Camacho Sánchez. 

 

 

Registro digital: 2030695 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: II.2o.A.62 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES POR PRESCRIPCIÓN 
POSITIVA. NO PUEDE ANALIZARSE A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA EN RELACIÓN CON EL SUPUESTO DERIVADO DE LA ACCIÓN 
PRO FORMA O FORMALIZACIÓN DE UN CONTRATO DE COMPRAVENTA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

Hechos: Una persona promovió amparo indirecto contra el artículo 114, fracción VIII, 
del Código Financiero del Estado de México y Municipios, argumentando que viola el 
principio de equidad tributaria, en relación con el supuesto previsto en la fracción 
XVIII del mismo precepto, porque mientras en el primer supuesto el cálculo del 
impuesto por la adquisición de inmuebles atiende al valor del inmueble al momento 
en que la sentencia que declara procedente la prescripción positiva causa estado, en 
el segundo supuesto se toma como base gravable el valor del inmueble al momento 
de la celebración del contrato de compraventa. El Juzgado de Distrito negó el 
amparo. Contra dicha determinación la quejosa interpuso recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el impuesto sobre 
adquisición de inmuebles por prescripción positiva, previsto en la fracción VIII del 
artículo 114 del referido código, no puede analizarse a la luz del principio de equidad 
tributaria, en relación con el supuesto derivado del ejercicio de la acción pro forma o 
de la formalización de un contrato de compraventa, previsto en la fracción XVIII del 
mismo precepto. 

 

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
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sostenido que para realizar un estudio de igualdad o equidad tributaria es necesario 
algún parámetro que permita medir a las personas, objetos o magnitudes entre las 
cuales se afirma existe un trato desigual. Al respecto, debe señalarse que: 1) el 
impuesto referido tiene como hecho generador la adquisición de inmuebles, cuya 
base gravable se determina a partir de su valor; 2) la prescripción positiva o 
usucapión (regulada en la fracción VIII reclamada por la quejosa) se traduce en la 
forma de adquirir la propiedad de los bienes mediante la posesión de los mismos, 
durante el tiempo y con las condiciones establecidas en el Código Civil del Estado de 
México, por lo que será la sentencia que cause estado, el acto jurídico que traslade 
la propiedad al actor; y 3) en el caso de la sentencia recaída a una acción pro forma 
(o la formalización de un contrato de compraventa), aun antes de dicha resolución, 
ya existe un acto traslativo de dominio, al que únicamente le falta la forma prevista 
en la ley. Por tanto, para analizar la regularidad constitucional de la determinación de 
la base gravable a la luz del principio de equidad tributaria, no es comparable la 
prescripción positiva o usucapión con la adquisición por el ejercicio de una acción pro 
forma o formalización de un contrato de compraventa. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 407/2023. Diana Patricia Martínez Chindo. 27 de junio de 2024. 
Unanimidad de votos. Ponente: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. Secretario: 
Genaro Bolaños Rojas. 

 

Registro digital: 2030696 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: II.1o.A.26 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

IMPUESTOS ECOLÓGICOS. APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE RESERVA DE 
LEY, EN SU CARÁCTER ABSOLUTO Y RELATIVO, EN ESA MATERIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

Hechos: Diversas empresas promovieron amparo indirecto contra los artículos 69 S 
a 69 S Sexies del Código Financiero del Estado de México y Municipios, adicionados 
mediante el Decreto Número 21, publicado en el Periódico Oficial de la entidad el 31 
de enero de 2022, así como el Acuerdo Modificatorio de las Reglas de Carácter 
General de la Secretaría de Finanzas para el ejercicio fiscal de 2022, particularmente 
la regla I.19., apartados I.19.2. y I.19.4, subapartado "Metodología de cálculo para 
determinar la emisión de los gases de efecto invernadero", numeral 4, que gravan la 
emisión de gases a la atmósfera, al considerar que transgreden los principios de 
justicia tributaria contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, 
ya que no cumplen con el principio de legalidad tributaria, en su vertiente de reserva 
de ley. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la reserva de ley 
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en materia tributaria puede ser absoluta -sujetos y objeto- o relativa -base y tasa-, 
dependiendo del grado de regulación que se exige por la ley formal, la cual debe 
contener los elementos esenciales del tributo, mientras que los elementos 
cuantitativos pueden ser desarrollados por otras fuentes normativas, siempre que 
respeten las directrices fijadas por la ley. Esto otorga flexibilidad para que los 
aspectos técnicos sean regulados por normas secundarias, facilitando la adaptación 
de la normativa a circunstancias específicas, sin vulnerar el principio de legalidad 
tributaria. 

 

Justificación: El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo 
en revisión 1967/2005, distinguió entre reserva absoluta, cuando la regulación de una 
determinada materia queda acotada en forma exclusiva a la ley formal, es decir, la 
materia reservada no puede ser regulada a través de otras fuentes -sujetos y objeto-
; y reserva relativa, que permite que otras fuentes regulen parte de la disciplina 
normativa de determinada materia, pero a condición de que la ley sea la que indique 
o acote las fuentes a que deberán ajustarse, esto es, la regulación de las fuentes 
secundarias debe quedar subordinada a las líneas esenciales que la ley haya 
establecido para la materia normativa -base y tasa-. En materia tributaria, la reserva 
relativa es aplicable a los elementos cuantitativos del tributo, permitiendo que 
aspectos técnicos o específicos sean desarrollados en normas secundarias. A su 
vez, la Segunda Sala del Máximo Tribunal, en el amparo en revisión 888/2018, al 
analizar el principio de legalidad tributaria en un asunto relacionado con "impuestos 
ecológicos", precisó que aquél consiste en que en una ley formal y material se 
establezcan los elementos esenciales del tributo, de modo que no quede margen 
para la arbitrariedad de la autoridad exactora, ni para el cobro de impuestos 
imprevisibles o a título particular, sino que la persona contribuyente pueda, en todo 
momento, conocer de forma cierta su obligación de contribuir para los gastos públicos 
del Estado, y a la autoridad no quede otra cosa sino aplicar las disposiciones 
generales de observancia obligatoria, dictadas con anterioridad al caso concreto de 
cada causante. Asimismo, precisó que la interpretación del principio de legalidad 
tributaria ha evolucionado para sostener que tiene un carácter relativo, aplicable 
únicamente a los elementos cuantitativos del tributo (base o tasa), lo que implica que 
basta un acto normativo primario del órgano legislativo que marque un límite de 
contenido, para que el resto de circunstancias válidamente puedan abordarse por 
otras fuentes normativas, dentro de éstas, en primer lugar, el reglamento y, en 
subsecuentes lugares, por ejemplo, en las reglas generales administrativas. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 215/2023. Suburbia, S. de R.L. de C.V. y otras. 22 de febrero de 
2024. Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. 
Secretario: Édgar Salgado Peláez. 

 

Amparo en revisión 287/2023. Fábrica de Jabón La Corona, S.A. de C.V. 14 de marzo 
de 2024. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Moreno Camacho, secretario de 
tribunal autorizado por el Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las 
funciones de Magistrado. Secretario: Alejandro Torres Velázquez. 

 

Amparo en revisión 291/2023. PFS de México, S.A.P.I. de C.V. 22 de marzo de 2024. 



12 
 

Unanimidad de votos. Ponente: Julia María del Carmen García González. Secretario: 
Gabriel Camacho Sánchez. 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

 

Registro digital: 2030701 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Administrativa, Común 

Tesis: II.3o.A.48 A (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO INDIRECTO. CUANDO SE RECLAMA EL 
SISTEMA NORMATIVO DEL IMPUESTO A LA EMISIÓN DE GASES 
CONTAMINANTES A LA ATMÓSFERA, LA PARTE QUEJOSA DEBE ACREDITAR 
EL ACTO DE APLICACIÓN CON PRUEBA PERTINENTE E IDÓNEA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 

 

Hechos: Una persona moral promovió amparo indirecto contra los artículos 69 S a 69 
S Sexies del Código Financiero del Estado de México y Municipios, adicionados 
mediante el Decreto Número 21, publicado en la Gaceta del Gobierno local el 31 de 
enero de 2022, que regulan el impuesto a la emisión de gases contaminantes a la 
atmósfera, y el Acuerdo por el que se emite la Metodología para el Cálculo de 
Emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI), al que deberán sujetarse las 
fuentes fijas y fuentes móviles de jurisdicción estatal y municipal que operan en el 
territorio de dicha entidad federativa, publicado en el citado medio de difusión el 7 de 
abril de 2022. El Juzgado de Distrito negó el amparo. Contra esa resolución promovió 
recurso de revisión, en el que se advirtió de oficio que de los documentos aportados 
como prueba no se advertía la aplicación del sistema reclamado, ni fueron aptos para 
demostrar que está en el supuesto normativo relativo. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que se actualiza la 
causal de improcedencia establecida en la fracción XII del artículo 61 de la Ley de 
Amparo, cuando el contribuyente no acredita con prueba pertinente e idónea, hasta 
antes de la celebración de la audiencia constitucional, el acto de aplicación en su 
perjuicio y, por ende, estar en el supuesto del sistema normativo reclamado. 

 

Justificación: Para demostrar el interés jurídico en el amparo indirecto cuando se 
reclama el impuesto a la emisión de gases contaminantes a la atmósfera derivado 
del consumo de energía eléctrica, la quejosa tiene la obligación de acreditar que las 
estimaciones de pago del impuesto ecológico exhibidas, declaraciones y pagos 
correspondientes obedecen a que en el cálculo del impuesto se aplicó la fórmula y 
factores de emisiones indirectas de gases de efecto invernadero, conforme a la 
Cédula de Operación Integral (COI), memorias de cálculo de cada uno de sus 
equipos y actividades que generen las emisiones indirectas, ya sea con una prueba 
pericial o alguna otra que resulte idónea y pertinente para ello, para así acreditar el 
acto concreto de aplicación y la afectación a su esfera jurídica. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. 

 

Amparo en revisión 425/2023. 23 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: 
Guillermo Núñez Loyo. Secretarios: Sergio Arturo López Servín y Andrés Martínez 
Martínez. 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

 

Registro digital: 2030713 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: I.10o.T.28 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

PENSIONES POR INCAPACIDAD PERMANENTE. EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY 
DEL SEGURO SOCIAL QUE DETERMINA QUE SU CUANTÍA SERÁ 
ACTUALIZADA ANUALMENTE CONFORME AL ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS 
AL CONSUMIDOR (INPC), NO VIOLA EL DERECHO AL MÍNIMO VITAL PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 

 

Hechos: La madre de un trabajador fallecido demandó del Instituto Mexicano del 
Seguro Social (IMSS) y del patrón, el reconocimiento como beneficiaria de su extinto 
hijo, el pago de indemnización por muerte y otras prestaciones devengadas no 
pagadas. La concubina del trabajador, por sí y en representación de su menor hijo, 
fueron llamados a juicio como terceros interesados, y demandó las mismas 
prestaciones. La Junta de Conciliación y Arbitraje condenó a otorgamiento de las 
pensiones por viudez y orfandad, y que sus incrementos fueran conforme al artículo 
68 de la Ley del Seguro Social. Contra esa determinación la quejosa promovió juicio 
de amparo directo en el que argumentó la inconstitucionalidad de dicho artículo. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el artículo 68 de 
la Ley del Seguro Social, que establece que la cuantía de las pensiones por 
incapacidad permanente será actualizada anualmente conforme al Índice Nacional 
de Precios al Consumidor (INPC), no viola el derecho al mínimo vital previsto en el 
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Justificación: El citado artículo 68, al disponer que la actualización de las pensiones 
por incapacidad permanente se realice conforme al INPC y no en salarios mínimos, 
no viola el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en tanto que no constituye una afectación al mínimo vital, pues la actualización de 
las pensiones no equivale a la remuneración que reciben los trabajadores por su 
labor, porque éstas se encuentran dentro de un nuevo ámbito de naturaleza 
administrativa y, por tanto, procede que se fije como parámetro en su actualización 
una medida de referencia como lo es el INPC, al ser el instrumento estadístico por 
medio del cual se mide el fenómeno económico que se conoce como inflación. 



14 
 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 

Amparo directo 762/2024. 3 de abril de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 
Rafael Durán Suárez, secretario de tribunal autorizado por el Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Ivonne 
Karina Soto Sánchez. 

 

Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de 
Circuito al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. 
LX/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 
195528, de rubro: "TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS 
CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE 
EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA 
INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS 
CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia. 

 

Registro digital: 2030728 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Undécima Época 

Materias(s): Laboral 

Tesis: I.10o.T.27 L (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Tipo: Aislada 

 

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 53 DE LA LEY RELATIVA, AL ESTABLECER 
QUE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL (IMSS) SE SUBROGARÁ 
EN LAS OBLIGACIONES DEL PATRÓN RESPECTO DE LOS RIESGOS DE 
TRABAJO, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL. 

 

Hechos: La madre de un trabajador fallecido demandó del Instituto Mexicano del 
Seguro Social (IMSS) y del patrón, el reconocimiento como beneficiaria de su extinto 
hijo, el pago de indemnización por muerte y otras prestaciones devengadas no 
pagadas. La concubina del trabajador por sí y en representación de su menor hijo, 
fueron llamados a juicio como terceros interesados, y demandó las mismas 
prestaciones. El organismo de seguridad social negó los reclamos de ambas y 
argumentó que debía seguirse el procedimiento previsto en el artículo 503 de la Ley 
Federal del Trabajo; por su parte, el patrón además de negar acción y derecho, 
señaló que en su oportunidad dio de alta al de cujus ante el organismo de seguridad 
y éste debía responder de lo demandado; respecto a las demás prestaciones 
devengadas reconoció su adeudo. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el artículo 53 de 
la Ley del Seguro Social al establecer que el IMSS se subrogará en las obligaciones 
del patrón respecto de los riesgos de trabajo, no viola el derecho a la seguridad social 
previsto en el artículo 123 constitucional. 
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Justificación: Conforme a los artículos 123, apartado A, fracción XXIX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 9 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y así como al Convenio Número 102 
relativo a la Norma Mínima de la Seguridad Social, de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), la seguridad social es un derecho humano cuyo cumplimiento no 
puede quedar al arbitrio de las partes, sino que el Estado, a través del ente de 
seguridad social, en el caso el IMSS, tiene la obligación de garantizar el pago 
correspondiente por la muerte del trabajador, derivada de un riesgo de trabajo, por lo 
que sale de la esfera de obligaciones del propio patrón, lo cual lejos de disminuir los 
derechos es un beneficio reforzado para los sujetos beneficiarios, por ello, ese 
organismo debe subrogarse y otorgar las prestaciones que correspondan a los 
familiares del de cujus, incluso cuando éste no fue dado de alta en el régimen 
obligatorio y, en su caso, determinar los capitales constitutivos a cargo del patrón 
omiso. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 

 

Amparo directo 762/2024. 3 de abril de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos 
Rafael Durán Suárez, secretario de tribunal autorizado por el Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Ivonne 
Karina Soto Sánchez. 

 

Nota: Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de 
Circuito al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. 
LX/98, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, con número de registro digital: 
195528, de rubro: "TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. AUNQUE LAS 
CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES QUE 
EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON APTAS PARA 
INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN DE LOS 
CRITERIOS.", no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia. 

 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas.


